PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY:
ARTÍCULO 1°. Declárase la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 2°. La reforma parcial se efectuará mediante la convocatoria a una Convención Reformadora, en los términos de la Sección Novena, artículos 206 a 209 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y las regulaciones de la presente ley.

ARTÍCULO 3°. La declaración de necesidad de reforma parcial se formula con relación a la Sección Séptima, Del Régimen Municipal, Capítulo Único, artículos 190 a 197 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 4°. La Convención Reformadora queda facultada para compatibilizar y renumerar el articulado constitucional.

ARTÍCULO 5°. El Poder Ejecutivo deberá convocar, dentro de los noventa (90) días de promulgada la presente ley, a elección de Diputados Convencionales.

ARTÍCULO 6°. Cada  sección electoral de la Provincia elegirá tantos Convencionales como Senadores y Diputados Provinciales le correspondan según la distribución vigente. La elección se realizará por los mismos medios y en la misma forma que para esos cargos.

ARTÍCULO 7°. Los Diputados Convencionales deberán reunir las condiciones para ser elegidos Diputados y gozarán de las mismas prerrogativas e inmunidades desde el día de su elección hasta el día que finalice su mandato.

ARTÍCULO 8°. Es incompatible el cargo de Diputado Convencional con los de: Gobernador, Vicegobernador, Ministros del Poder Ejecutivo, Magistrados y funcionarios del Poder Judicial, titulares de los Organismos de la Constitución, miembros de los Directorios y administradores de las entidades autárquicas de la Provincia y miembros en actividad de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.



        El Estado provincial en sus tres poderes, la Administración tanto centralizada como desconcentrada o descentralizada y las Municipalidades, deberán conceder a los Diputados Convencionales las licencias pertinentes para el cumplimiento de su cometido.

ARTÍCULO 9°. Realizado el escrutinio por la Junta Electoral, la misma procederá a entregar los diplomas a los Diputados Convencionales electos, quienes de esta forma quedarán habilitados para el cargo. La Junta Electoral comunicará a ambas Cámaras Legislativas el resultado del escrutinio y la nómina de Diputados Convencionales electos.

ARTÍCULO 10. En caso de renuncia o vacancia definitiva, cualquiera fuere su causa, el Diputado Convencional cesante será reemplazado por el candidato de su misma lista que siguiere en el orden de colocación al último incorporado.

ARTÍCULO 11. El Poder Ejecutivo, en la convocatoria a elecciones para Diputados Convencionales, fijará el lugar, el día y la hora para el inicio de las sesiones de la Convención, el cual deberá ser dentro de los sesenta (60) días posteriores al acto eleccionario.



      La Convención sesionará en la ciudad de La Plata.

ARTÍCULO 12. La Convención Reformadora deberá concluir su cometido en un plazo de noventa (90) días contados desde la fecha de su instalación. Ese plazo podrá ser ampliado por el voto de las dos terceras partes de la totalidad de sus miembros, por treinta (30) días más y por única vez.



     Vencidos los plazos precedentes, caducarán los mandatos de los Diputados Convencionales y se clausurarán las sesiones de la Convención.



     En caso de haberse producido la reforma, la Convención contará con diez (10) días más para efectuar las comunicaciones al Poder Ejecutivo y a la Legislatura.

ARTÍCULO 13. Para su constitución y funcionamiento la Convención Reformadora se regirá por el reglamento de la Cámara de Diputados, el cual será de aplicación hasta tanto sancione el propio.

ARTÍCULO 14. A los Diputados Convencionales se les entregará una medalla y un diploma en mérito a su cargo y recibirán una remuneración similar a la que en concepto de dieta y gastos de representación perciben los Diputados provinciales. Dicha remuneración se hará efectiva desde la instalación y hasta la clausura de la Convención Reformadora y no podrá acumularse a cualquier otra que perciban del Estado Nacional, Provincial o Municipal, con excepción a lo retribuido por el ejercicio de la docencia.

ARTÍCULO 15. La Convención sesionará válidamente con la presencia de la mayoría absoluta del total de sus miembros y aprobará las reformas constitucionales con el voto de la mayoría.

ARTÍCULO 16. Serán nulas de nulidad absoluta las reformas, derogaciones, adecuaciones o agregados que realizare la Convención Reformadora apartándose de las disposiciones de la presente ley.

 ARTÍCULO 17. Las autoridades de ambas Cámaras Legislativas asignarán personal de las mismas para el desenvolvimiento de la Convención.

ARTÍCULO 18. Los gastos que demande la ejecución de esta ley para el llamado, constitución y funcionamiento de la Convención Reformadora, serán atendidos con los recursos de rentas generales.



       Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las adecuaciones presupuestarias que correspondan.

 

ARTÍCULO 19.  De forma.

FUNDAMENTOS

Históricamente se confrontaron dos concepciones jurídico-políticas sobre el Municipio: la que conceptúa a las Municipalidades como descentralizaciones autárquicas del poder provincial y la que las reputa entidades autónomas. La diferencia no es menor ni accidental. En el primer caso sólo poseen autogobierno y autoadministración; en el segundo, autonormación institucional y organizacional independiente del poder central de la Provincia. Y, como consecuencia de esta distinta especificación, las competencias, atribuciones y prerrogativas son muy heterogéneas en un caso y en otro.


Afortunadamente, a nuestro juicio, esta adversación ha sido resuelta favorablemente a favor de la autonomía. En tal sentido, la reforma de la Constitución Nacional de 1994, la instauró en el artículo 123 (ex 106): “Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5° asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”.


Se recogió así lo que era la mejor doctrina sobre la naturaleza político institucional de los Municipios, porque está en la esencia de nuestra historia y de nuestro régimen federal. De nuestra historia, porque fueron primigenios y primordiales a las provincias y a la misma Nación. De nuestro régimen federal, porque la identidad del sistema exige el paralelismo de los tres órdenes institucionales –nación, provincia y municipio-, debiendo organizar a los tres como “República Representativa” y configurando, por tanto, a las Municipalidades como autónomas y tripartidas en las funciones del poder (tal como lo analiza y postula con enjundia Adolfo Korn Villafañe en el Tomo I de La República Representativa, atinente a la República Representativa Municipal; incluso allí se enfatiza cómo el arraigo conceptual de la teoría se remonta al propio Alberdi en su proyecto de constitución para la provincia de Mendoza de 1854).


Y, en el orden constitucional positivo, es imposible dejar de mencionar el régimen municipal de la Constitución de Santa Fe de 1921, porque fue señero. Así lo describe el autor citado: “Este ritmo histórico del avasallamiento sistemático de las autonomías políticas municipales continuó hasta 1921. En este año la convención provincial de Santa Fe restaura el concepto de municipio poder del Estado, llevando la delegación de atribuciones otorgadas a las comunas importantes, hasta concederles el derecho de dictarse sus propias constituciones por convenciones municipales. Con esta creación institucional se inicia una nueva etapa del derecho municipal argentino; Y si bien es cierto que la Constitución de la provincia de Santa Fe de 1921 sólo fue puesta en vigencia en 1932, para ser suspendida en 1935 por una intervención federal, no por ello la creación de los municipios de convención deja de revestir una excepcional importancia en la historia institucional argentina; importancia tan trascendente que su incorporación al régimen municipal de todas las provincias… es el principio fundamental del reajuste comunal argentino” (el resaltado es del propio autor, pág. 82). Por supuesto que habiendo citado la referencia a la Constitución de Santa Fe de 1921, un imperativo de probidad intelectual e histórica obliga a destacar a su inspirador, Lisandro de la Torre, cuyas densas fundamentaciones ideológicas, jurídicas y políticas pueden hallarse en el Tomo VI de sus obras completas a las cuales, en homenaje a la brevedad, remitimos.


Pero más allá de estas sintéticas referencias, necesarias como contexto, debemos enfatizar que esta reforma constitucional no sólo se propicia porque así estamos obligados por el artículo 123 de la Constitución Nacional que exige adecuar la nuestra, sino porque concretarla para la Provincia comporta una auténtica revolución política, con consecuencias institucionales, económicas, financieras, sociales y culturales de un incalculable efecto transformador. Así, se plenifica el poder de los municipios, se da un deseable protagonismo 

participativo a la comunidad, se resaltan sus funciones y la libertad en la toma de decisiones, se hacen autofinanciables a través de una aptitud tributaria que rebasa el mero cobro de tasas retributivas, se responde mejor a la identidad local, se amplía la autonomía de gestión y un sinfín de prerrogativas y potencialidades que, en rigor de verdad y justicia, algún día debía reconcérseles a las Municipalidades. El momento es ahora.


Con autenticidad política y visión histórica, pedimos a los señores legisladores la aprobación del presente proyecto de reforma constitucional parcial.

